SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 030
RADICACIÓN: 660013187004 2019 0010601
ACCIONANTE: LUZ ADRIANA RENDÓN ARCILA 
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / MÍNIMO VITAL / PROCESO DE INTERDICCIÓN JUDICIAL SUSPENDIDO / LEY 1996 DE 2019 / PERSONA INVÁLIDA CON RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / NO PUEDE COLPENSIONES CONDICIONAR EL PAGO DE LA PRESTACIÓN A LA DECLARACIÓN DE INTERDICCIÓN Y LA DESIGNACIÓN JUDICIAL DE UN CURADOR.
… la parte accionante inició proceso de interdicción, el cual correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Familia de Pereira…; empero, con posterioridad entró a regir la Ley 1996/19, por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad. No obstante, el proceso de interdicción se encuentra suspendido… artículo 55 ibídem…
Por lo anterior, la parte accionante le pidió al Juez de Familia levantar la suspensión del proceso y ordenar mediante media cautelar la designación de un curador provisional, hasta tanto se reglamente el proceso de nombramiento de apoyo judicial; sin embargo, el juez consideró que no había lugar a levantar la suspensión.
Esas especiales circunstancias llevaron a la señora Luz Rendón a acudir al juez de tutela, con el fin de que se ordene a Colpensiones incluirla en nómina sin la exigencia de la sentencia que ordene el nombramiento de un curador. (…)
… la señora Luz Adriana Rendón Arcila si bien cuenta con un reconocimiento de una pensión de sobreviviente en un 50%, no ha podido acceder a las mesadas pensionales como quiera que la exigencia hecha por el Fondo de Pensiones para proceder con el pago de las mismas está supeditado a un proceso que en efecto se encuentra suspendido por disposición legal, y aunque puede agotar la “adjudicación judicial de apoyo” consagrada por la nueva ley, la entidad accionada no puede condicionar el pago de una prestación reconocida a una persona en situación de discapacidad a la presentación de una sentencia judicial. A ese respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-525/19 sostuvo:

“[…] condicionar el pago de una prestación reconocida a una persona en situación de discapacidad a la presentación de una sentencia judicial de interdicción, va en contra de lo establecido por la jurisprudencia de las distintas Salas de Revisión de la Corte Constitucional. En repetidas ocasiones esta Corporación ha señalado que las administradoras de pensiones no pueden suprimir con sus procedimientos la autonomía, la capacidad jurídica y la voluntad de la persona con discapacidad, y menos suspender el pago de su única fuente de ingresos para mantener una vida digna”. (…)
… no se puede predicar que la señor Luz Rendón cuenta con “otro medio de defensa judicial eficaz e idóneo” para lograr su inclusión en nómina, y por ende recibir el pago de las mesadas pensionales; por el contrario, en su condición de persona de especial protección constitucional dado que posee una discapacidad superior al 50%, se observa que sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social se encuentran afectados, lo que merece una intervención especial y de manera transitoria por parte del juez de tutela.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinte (2020)
                                                                    Acta de Aprobación No 148
                                                      Hora: 10:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por la ciudadana LUZ ADRIANA RENDÓN ARCILA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la agente oficiosa de la accionante se puede concretar así: (i) la señora LUZ RENDÓN cuenta con 51 años de edad y fue diagnosticada desde los 14 años con epilepsia refractaria por meningioma; (ii) la incapacidad está certificada por el médico laboral designado por COLPENSIONES, con una PCL de 62.5%; (iii) la accionante ha dependido económicamente de sus padres; (iv) el señor BERNARDO DE JESÚS RENDÓN MARÍN -padre-, falleció en enero 30 de 1991; (v) luego del proceso ante COLPENSIONES, la entidad mediante resolución No 97177 de abril 11 de 2019, le reconoció a la señora RENDÓN ARCILA el 50% de la pensión de sobreviviente, pero estableció que requería de un curador para la administración y pago de la mesada pensional; (vi) ante la solicitud del Fondo de Pensiones iniciaron proceso de interdicción en abril 15 de 2019, el cual le correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Familia de Pereira; (vii) luego de la expedición de la Ley 1996/19, le pidieron al juez de conocimiento el levantamiento de la suspensión del proceso y dictara como medida cautelar el nombramiento de un curador provisional, hasta tanto se reglamente y se dé trámite al proceso de nombramiento de apoyo judicial que ordena la nueva ley; empero, el funcionario consideró que no había lugar a dar trámite a dicha solicitud; (viii) la regulación de nombramiento de “apoyo judicial” puede tardar 24 meses, lo cual es un tiempo muy amplio y entretanto la situación económica de la accionante empeora; y (ix) se requiere una solución urgente e inmediata para que cese la vulneración de los derechos fundamentales.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Luego de que esta Corporación en Sala Mixta No 11 declarara que el conocimiento de la acción de tutela le correspondía al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dicho despacho la admitió y corrió traslado de la misma a COLPENSIONES, entidad que guardó silencio.
3.2.- Una vez se culminó el término constitucional, el juzgado de instancia en diciembre 27 de 2019 profirió fallo mediante el cual accedió al amparo invocado y ordenó a COLPENSIONES que en el término de cuarenta y ocho (48) hora siguientes a la notificación de la sentencia, incluyera a la señora LUZ ADRIANA RENDÓN ARCILA en nómina y desembolsara el total de las mesadas pensionales que fueron reconocidas en la Resolución SUB 917 de abril 11 de 2018 a favor de la accionante. Igualmente dispuso que el desembolso deberá ser pagado de forma provisional a través de la progenitora, o de quien esta designe, hasta que se defina de fondo el proceso que se adelanta en el Juzgado Segundo de Familia de Pereira. 
Para llegar a la anterior determinación, argumentó que la protección de la accionante por su condición de discapacidad la viene ejerciendo de manera preferencial la madre, señora MARÍA DOLLY ARCILA de RENDÓN, quien por orden natural no requiere de designación ni reconocimiento de un juez para asumir su custodia, cuidado y protección, excepto que no le garantice una calidad de vida digna, evento en el cual el Juez de Familia modificaría su representación, pero ese no es el caso. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES impugnó la sentencia de primer nivel y pidió que se declare improcedente. Al respecto argumentó:

Con ocasión al fallecimiento del señor BERNARDO de JESÚS RENDÓN MARÍN, se presentó a reclamar la pensión de sobreviviente la señora LUZ ADRIANA, en calidad de hija. La entidad mediante Resolución SUB 97177 de 2018 reconoció la pensión, pero la dejó en suspenso hasta que se allegue sentencia de interdicción y acta de posición del curador nombrado por un juez.
Si bien es cierto el proceso de interdicción que había iniciado la accionante fue suspendido por el artículo 55 de la ley 1996/19, también lo es que el Juez de Familia tiene la responsabilidad de levantar excepcionalmente la suspensión para garantizar el disfrute de los derechos patrimoniales de la persona con discapacidad, o en todo caso este deberá adelantar el proceso de adjudicación judicial de apoyo transitorio con el mismo fin. 

De los documentos que obran en la acción de tutela se desprende que no se ha demostrado un perjuicio irremediable, por tanto, no sería posible por vía de tutela una protección transitoria, toda vez que se desconoció el carácter subsidiario de la acción constitucional, y lo que reclama la accionante debe ser ante la jurisdicción ordinaria. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto ordenó a COLPENSIONES incluir en nómina a la señora LUZ ADRIANA RENDÓN ARCILA, y que el pago de las mesadas pensionales sea de forma provisional por intermedio de su progenitora MARÍA DOLLY ARCILA de RENDÓN, hasta tanto el Juzgado Segundo de Familia decida sobre la designación de un curador.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso sometido a estudio la accionante por medio de agente oficiosa,  solicitó la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, igualdad y vida digna, por cuanto COLPENSIONES le exige para ser incluida en nómina y recibir el pago de las mesadas pensionales acreditar la designación de un curador por parte de un Juez de familia. 

Ahora, para cumplir dicho requerimiento la parte accionante inició proceso de interdicción, el cual correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Familia de Pereira, bajo el radicado 6600131100002201900000900; empero, con posterioridad entró a regir la ley 1996/19, por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad. No obstante, el proceso de interdicción se encuentra suspendido porque el artículo 55 ibídem dispuso:

“PROCESOS DE INTERDICCIÓN O INHABILITACIÓN EN CURSO. Aquellos procesos de interdicción o inhabilitación que se hayan iniciado con anterioridad a la promulgación de la presente ley deberán ser suspendidos de forma inmediata. El juez podrá decretar, de manera excepcional, el levantamiento de la suspensión y la aplicación de medidas cautelares, nominadas o innominadas, cuando lo considere pertinente para garantizar la protección y disfrute de los derechos patrimoniales de la persona con discapacidad”.
Por lo anterior, la parte accionante le pidió al Juez de Familia levantar la suspensión del proceso y ordenar mediante media cautelar la designación de un curador provisional, hasta tanto se reglamente el proceso de nombramiento de apoyo judicial; sin embargo, el juez consideró que no había lugar a levantar la suspensión.

Esas especiales circunstancias llevaron a la señora LUZ RENDÓN a acudir al juez de tutela, con el fin de que se ordene a COLPENSIONES incluirla en nómina sin la exigencia de la sentencia que ordene el nombramiento de un curador. 
A ese respecto el juez de primer nivel consideró que el fondo de pensiones estaba vulnerando los derechos fundamentales deprecados por la accionante, toda vez que le hacía una exigencia mayor para acceder al pago de las mesadas pensionales, motivo por el cual le ordenó a COLPENSIONES incluirla en nómina, y efectuar el pago de forma transitoria a través de su progenitora, hasta tanto se pronuncie el juez de familia sobre la designación de un curador.
COLPENSIONES se mostró inconforme respecto de dicha a orden, y argumentó que la acción de tutela es improcedente por cuanto la accionante cuenta con la jurisdicción ordinaria.

Para la Sala, en contraposición a lo aseverado por el Fondo de Pensiones en su impugnación, esta acción constitucional si es procedente, véase porqué:

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Como se indicó con antelación, la accionante ya acudió a la jurisdicción ordinaria por medio de un proceso de interdicción, empero, dicho proceso por disposición legal se encuentra suspendido por el artículo 55 de la ley 1996/19; es decir, el juez de familia no puede impulsar el mismo ya que para ese tipo de asuntos se creó el proceso de “adjudicación judicial de apoyo para la realización de actos jurídicos”, el cual se encuentra reglado por el artículo 32 ibídem y textualmente reza:
“ARTÍCULO 32. ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE APOYOS PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. Es el proceso judicial por medio del cual se designan apoyos formales a una persona con discapacidad, mayor de edad, para el ejercicio de su capacidad legal frente a uno o varios actos jurídicos concretos.

La adjudicación judicial de apoyos se adelantará por medio del procedimiento de jurisdicción voluntaria, cuando sea promovido por la persona titular del acto jurídico, de acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 37 de la presente ley, ante el juez de familia del domicilio de la persona titular del acto.

Excepcionalmente, la adjudicación judicial de apoyos se tramitará por medio de un proceso verbal sumario cuando sea promovido por persona distinta al titular del acto jurídico, conforme a los requisitos señalados en el artículo 38 de la presente ley.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, en un plazo no superior a un (1) año contado a partir de la expedición de los lineamientos de valoración señalados en el artículo 12, diseñará e implementará un plan de formación a jueces y juezas de familia sobre el contenido de la presente ley, sus obligaciones específicas en relación con procesos de adjudicación judicial de apoyos y sobre la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.”

En ese orden de ideas, se aprecia que la señora LUZ ADRIANA RENDÓN ARCILA si bien cuenta con un reconocimiento de una pensión de sobreviviente en un 50%, no ha podido acceder a las mesadas pensionales como quiera que la exigencia hecha por el Fondo de Pensiones para proceder con el pago de las mismas está supeditado a un proceso que en efecto se encuentra suspendido por disposición legal, y aunque puede agotar la “adjudicación judicial de apoyo” consagrada por la nueva ley, la entidad accionada no puede condicionar el pago de una prestación reconocida a una persona en situación de discapacidad a la presentación de una sentencia judicial. A ese respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-525/19 sostuvo:

“28. En conclusión, la Ley 1996 de 2019 estableció: i) que las personas mayores de edad en condición de discapacidad gozan de la misma capacidad jurídica que las demás; ii) un sistema de asistencia a las personas con diversidad funcional que busca reforzar y ejecutar sus decisiones y cumplir su voluntad; iii) un sistema de ajustes razonables, apoyos y directivas anticipadas que deben cumplir con los criterios de necesidad, correspondencia, duración e imparcialidad, de conformidad con el régimen de salvaguardias; iv) eliminó del ordenamiento jurídico colombiano la interdicción y todas las demás formas de suplantación de la voluntad de las personas con discapacidad; y v) creó un régimen de transición para las personas que actualmente adelantan un proceso de interdicción y para las personas declaradas interdictas o inhabilitadas.
[…]

38. En primer lugar, condicionar el pago de una prestación reconocida a una persona en situación de discapacidad a la presentación de una sentencia judicial de interdicción, va en contra de lo establecido por la jurisprudencia de las distintas Salas de Revisión de la Corte Constitucional. En repetidas ocasiones esta Corporación ha señalado que las administradoras de pensiones no pueden suprimir con sus procedimientos la autonomía, la capacidad jurídica y la voluntad de la persona con discapacidad, y menos suspender el pago de su única fuente de ingresos para mantener una vida digna.
[…]

41. Por último, es importante señalar que si bien la Ley 1996 de 2019 no estaba vigente cuando se profirió la Resolución GNR 99351 del 8 de abril de 2016, el artículo 6º de esta norma establece que en ningún caso la existencia de una discapacidad podrá ser motivo para la restricción de la capacidad de ejercicio de una persona. La introducción de esta nueva norma implica un cambio de paradigma al momento de comprender la discapacidad en el ordenamiento jurídico colombiano, ya que si bien antes era posible privar a una persona de su capacidad jurídica en virtud de su situación de discapacidad, la introducción de esta legislación prohíbe expresamente esta práctica. Por lo tanto, en la actualidad ninguna entidad pública o privada puede restringir la capacidad legal de una persona en situación de discapacidad bajo ningún argumento o circunstancia, lo que incluye el supuesto respaldo en un dictamen de pérdida de capacidad laboral.” 
En consecuencia, la accionante se encuentra en una clase de paradoja o de limbo jurídico, porque de un lado la ley suspendió todos los procesos de interdicción que se hayan iniciado con anterioridad la promulgación de la ley 1996/19, e incluso, en el caso concreto el juez de familia le negó la posibilidad de levantar la suspensión del proceso y decretar una medida provisional de designación de curador de manera transitoria, como se había solicitado. 
Por otro lado, el proceso de “adjudicación judicial de apoyo” depende del diseño que oriente el Consejo Superior de la Judicatura, acorde con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 32 ibídem; pero además, se debe tener en consideración el contenido del artículo 52 de la citada norma, que prescribe: “Las disposiciones establecidas en esta ley entrarán en vigencia desde su promulgación, con excepción de aquellos artículos que establezcan un plazo para su implementación y los artículos contenidos en el Capítulo V de la presente ley, los cuales entrarán en vigencia veinticuatro (24) meses después de la promulgación de la presente ley.”

Así las cosas, no se puede predicar que la señor LUZ RENDÓN cuenta con “otro medio de defensa judicial eficaz e idóneo” para lograr su inclusión en nómina, y por ende recibir el pago de las mesadas pensionales; por el contrario, en su condición de persona de especial protección constitucional dado que posee una discapacidad superior al 50%, se observa que sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social se encuentran afectados, lo que merece una intervención especial y de manera transitoria por parte del juez de tutela. 
En ese orden de ideas, la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se confirmará parcialmente, en cuanto se modificará la orden en el sentido que la misma se mantendrá vigente contra COLPENSIONES, hasta que la accionante, de ser posible, logre iniciar el proceso de “adjudicación judicial de apoyo” y el juez de familia se pronuncie a ese respecto.   
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), pero SE MODIFICA la orden en el sentido de disponer que la misma se mantendrá vigente contra COLPENSIONES, hasta que la accionante, de ser posible, logre iniciar el proceso de “adjudicación judicial de apoyo” y el juez de familia se pronuncie a ese respecto.   

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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